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Providencia:

Sentencia  – 2ª instancia – 28 de agosto de 2018

Proceso:                  
     Acción de Tutela 
Radicación Nro.      
66170-31-03-001-2018-00009-01

Accionante: 


     Alejandro Andrés Sánchez Soto
Accionado:
             Administradora Colombiana de Pensiones – COLPENSIONES.

Magistrado Ponente:     Jaime Alberto Saraza Naranjo

Temas:
DEBIDO PROCESO, SEGURIDAD SOCIAL Y DERECHO DE PETICIÓN/ CARENCIA ACTUAL DE OBJETO / CONFIRMA Y DECLARA HECHO SUPERADO.
Adicionalmente en esta instancia se dejó constancia, de la manifestación del accionante en torno a la materialización de la valoración deprecada, la que se llevó a cabo el 13 de julio del presente año y en la que fue calificado con un 50,1% de PCL con fecha de estructuración del 21 de mayo del presente año (f. 16, c.2)

(…)
De ahí que acertó el Juzgado de primera sede al considerar que el derecho fundamental de petición ninguna afectación recibió, pues la entidad actuó de conformidad con las normas que lo rigen, específicamente aquella contenida en el artículo 17 de la ley 1755 del 2015 que la faculta para requerir del peticionario documentación necesaria para adoptar una decisión de fondo. 

(…)
Sin embargo, en el estado actual de cosas, como se desprende de la constancia visible a folio 16 de este cuaderno, varía la situación, porque ya se tiene certeza sobre la materialización de la valoración por pérdida de capacidad laboral deprecada.
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Procede la Sala a decidir la impugnación propuesta por el accionante contra la sentencia del 5 de marzo último, proferida por el Juzgado Civil del Circuito de Dosquebradas-Risaralda, en esta acción de tutela que Alejandro Andrés Sánchez Soto inició frente a la Administradora Colombiana de Pensiones – COLPENSIONES.

 


ANTECEDENTES
  



En su propio nombre, Alejandro Andrés Sánchez Soto, acudió a este medio en procura de la protección de sus derechos fundamentales al debido proceso y a la seguridad social, que considera conculcados por parte de la entidad accionada, que no fija fecha para una valoración por pérdida de capacidad laboral que solicitó desde el 1° de febrero de este año. 




Pidió, por tanto, el amparo solicitado y, como consecuencia de ello, que se ordenara a la entidad fijar fecha para la aludida cita.

 



El Juzgado de primer grado admitió el libelo y ordenó correr traslado por el término de dos días a la encartada, la secretaría del Juzgado notificó de lo concerniente al representante legal de COLPENSIONES. 
 



Se pronunció la Gerencia de Defensa Judicial, que solicitó declarar la improcedencia del amparo, informó que mediante comunicación del 16 de febrero requirió al accionante para que aportara unos documentos necesarios para dar trámite a su petición. 




Sobrevino la sentencia de primer grado que negó las pretensiones, por cuanto se emitió una contestación en la que se requirió al accionante para que allegara unos documentos, necesarios para la calificación deprecada, lo que es ajustado a las normas que regulan el derecho fundamental de petición. 
 



Impugnó el accionante que solicita que se emita una orden definitiva, en torno a la programación de la valoración médica, lo que no se hace debido a la negligencia y a las evasivas de la autoridad demandada. 





En primera instancia, el expediente fue remitido equivocadamente a la Corte Constitucional, pese a que el actor impugnó el fallo oportunamente; ante esa situación el Juzgado decidió remitir a esta Corporación una copia del cartulario para que se surtiera la segunda instancia (f. 26, c. copias)




Esta Sala, por la latente posibilidad de que en la Corte Constitucional ya se estuviera tramitando la eventual revisión del amparo y para evitar una duplicidad de resoluciones judiciales en el mismo asunto, reiteró la solicitud del Juzgado para que regresaran las diligencias a esta sede (f. 4., c.2) y así sucedió.  




Ya en conocimiento del caso, se advirtió la omisión en que en primera instancia se incurrió al no vincular al trámite a la Dirección de Medicina Laboral de COLPENSIONES. En tal virtud, se le citó y, de conformidad con el artículo 137 del CGP, se le ofreció la posibilidad de alegar la nulidad que ello implicaba, frente a la cual hubo silencio y en consecuencia el yerro se saneó (f. 12, c.2).




Adicionalmente en esta instancia se dejó constancia, de la manifestación del accionante en torno a la materialización de la valoración deprecada, la que se llevó a cabo el 13 de julio del presente año y en la que fue calificado con un 50,1% de PCL con fecha de estructuración del 21 de mayo del presente año (f. 16, c.2)
CONSIDERACIONES




Según se desprende de lo narrado, acudió ante el juez constitucional Alejandro Andrés Sánchez Soto, con el propósito de que se le protegiera su derecho fundamental de petición, vulnerado, dijo, por la Administradora Colombiana de Pensiones Colpensiones, que se negaba a fijar fecha para llevar a cabo una valoración de su pérdida de capacidad laboral, solicitada desde el 1 de febrero de este año.
  



Para comenzar, señala la Sala que la legitimación en la causa por activa es clara, en la medida en que el promotor es quien radicó la petición (f.2, c.1). Por pasiva, sin embargo, en la normativa que rodea las funciones de quienes conforman la estructura interna de COLPENSIONES, la carga a imponer recaería, en forma exclusiva, en la Dirección de Medicina Laboral. Ello se verifica, con las contestaciones ofrecidas por la entidad (f.19 a 23 c.1); en ese orden de ideas, la citada dependencia, sería la llamada a responder por el derecho reclamado, no así su director, quien fue el único notificado por la secretaría del Juzgado. Si se lee el Acuerdo 108 del 01 de marzo de 2017 expedido por la Junta Directiva de Colpensiones, en especial, lo que indica el numeral 4.3.2.2 en su artículo 4º, acorde con lo requerido en la demanda, se tiene que corresponde a aquella Dirección 
  



4.3.2.2. Adelantar las actividades necesarias para la calificación en primera oportunidad de la pérdida de la capacidad laboral, de acuerdo con la normatividad vigente.
Por ello se le citó para que pudiera plantear la nulidad que emergía de su falta de vinculación, pero con su silencio saneó la actuación. 
Ahora bien, es un hecho indiscutido que el demandante radicó el 1° de febrero del año 2018, una solicitud tendiente a que le calificara su pérdida de capacidad laboral  (f.  2, c. 1), como también que la entidad accionada, emitió un oficio el 16 de febrero, requiriéndolo para que allegara copia actualizada de su historia clínica (f. 19, c.1), lo que acató el 1° de marzo siguiente (f. 24, c.1)
De ahí que acertó el Juzgado de primera sede al considerar que el derecho fundamental de petición ninguna afectación recibió, pues la entidad actuó de conformidad con las normas que lo rigen, específicamente aquella contenida en el artículo 17 de la ley 1755 del 2015 que la faculta para requerir del peticionario documentación necesaria para adoptar una decisión de fondo. 

  



Sin embargo, en el estado actual de cosas, como se desprende de la constancia visible a folio 16 de este cuaderno, varía la situación, porque ya se tiene certeza sobre la materialización de la valoración por pérdida de capacidad laboral deprecada.
  



De manera que no son necesarias adicionales consideraciones para confirmar la resolución impugnada, en cuanto negó el amparo pretendido, pero se declarará superado el hecho por carencia actual de objeto.  




 



DECISIÓN  

  



Por lo expuesto, el Tribunal Superior de Pereira, Sala Civil-Familia, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, CONFIRMA la sentencia del 5 de marzo de 2018, proferida por el Juzgado Civil del Circuito de Dosquebradas, en esta acción de tutela que Alejandro Andrés Sánchez Soto, inició frente a la Administradora Colombiana de Pensiones COLPENSIONES. 

 



En todo caso, se declara superado el hecho que le dio origen a la acción. 





Notifíquese esta decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5º del Decreto 306 de 1992. 

    



Oportunamente remítase el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión.
A su regreso, archívese.  
Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS                     DUBERNEY GRISALES HERRERA   
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